Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 11 minutos) 


La Comisión Especial sobre los Medios de Comunicación tiene el agrado de recibir a la Asociación de la Prensa Uruguaya. Los 
invitados conocen los motivos por los cuales fue creada esta Comisión y creo que han tenido a su disposición las versiones 
taquigráficas de las sesiones celebradas con representantes de ANDEBU y del Círculo de la Prensa. 


SEÑOR MENDEZ.- Mi nombre es Manuel Méndez y soy el Presidente de la Asociación de la Prensa Uruguaya. 


En primer lugar, quisiera agradecer a los miembros de la Comisión por la invitación que nos han hecho llegar y al señor Senador 
Larrañaga por haber tomado la iniciativa con respecto a la creación de esta Comisión, a fin de analizar la crisis que actualmente 
viven los medios de comunicación. Sabemos que no es el único Legislador que ha planteado el tema de la crisis de los medios en 
el Parlamento y también ante la opinión pública. 


La Asociación de la Prensa, como referente de la sociedad, desde hace tiempo ha venido planteando el tema de la crisis de los 
medios de comunicación, que no escapa a la crisis que está viviendo el resto del país, con un estancamiento de la economía que 
ya lleva cinco años. Por supuesto, esto está afectando a todos los sectores, incluidos los medios de comunicación. La Asociación 
de la Prensa tomó este tema no como un proceso de crisis de carácter coyuntural, sino como una crisis de carácter estructural que 
ha llevado a que la Asociación de la Prensa haya tenido que salir a la opinión pública a declarar que la situación de la libertad de 
prensa en el país se encontraba en situación de emergencia. Así se lo hicimos saber, mediante un documento, al Presidente de la 
República, quien tuvo la deferencia de recibirnos en Casa de Gobierno en dos oportunidades con el entonces Ministro de Economía 
y Finanzas, doctor Alejandro Atchugarry, con quien también veníamos analizando el tema. A su vez, concurrimos a las Comisiones 
de Hacienda de ambas Cámaras en más de una oportunidad. 


Los señores Senadores saben, porque es de conocimiento público, que se han perdido casi mil puestos de trabajo desde el 
comienzo de la crisis, en 1999, hasta la fecha, y estamos hablando solamente de Montevideo, sin incluir el interior del país donde 
también se perdieron decenas de puestos de trabajo. Cabe agregar que asimismo se han cerrado distintos medios, tanto en 
Montevideo como en el interior. Esto representa un 40% de los puestos de trabajo de Montevideo, lo que es una cifra muy 
importante. 


Por eso decíamos que la libertad de prensa se encontraba en una situación de emergencia en el país. Esta situación ha llevado a 
un deterioro muy grande de los medios de comunicación y, en particular, de sus trabajadores. No sólo se trata de la pérdida de los 
puestos de trabajo, sino de la disminución de la calidad del producto final en los medios. En el caso de las radios, antes era común 
tener tres turnos -mañana, tarde y noche- para cumplir la tarea periodística, pero ya el turno de la noche prácticamente desapareció 
y el de la tarde también. Quedó, como elemento de información en las radios, la cobertura periodística hasta el mediodía y alguna 
otra cosa en la tarde. Nos parece que es realmente grave que esto esté sucediendo. Asimismo, en la televisión ha habido una 
reducción drástica de los puestos de trabajo, y otra muy importante en los medios escritos. Esto ha llevado, en general, en un 
contexto de crisis, a una pérdida de credibilidad de la sociedad hacia los medios de comunicación y hacia el ejercicio del 
periodismo. Verdaderamente, esa pérdida de calidad en el ejercicio de la profesión se ha notado claramente. 


¿Cómo incide esta crisis? Ante todo, hay una reducción drástica de la publicidad, tanto oficial como privada. Por nuestra parte, 
tenemos claro que la publicidad en los medios de comunicación no debe ser tomada como un gasto, sino como una inversión. 
Asimismo, hay que ser conscientes de que, muchas veces, buena parte de esa publicidad ha sido gastada no con un criterio de 
carácter técnico, sino debido a favores políticos, lo que está siendo indagado por la Justicia. Pero lo cierto es que, en lo que 
respecta a la publicidad -de la que viven las radios y la televisión- la reducción ha sido de más de un 60%, tanto en la esfera pública 
como en la privada, donde también se vive un proceso de crisis. 


Debemos decir que en el caso de la prensa escrita hay otro componente, aparte del de la publicidad, que es el relacionado con la 
venta de los diarios, que se ha visto reducida drásticamente por la falta de consumo. 


Por otro lado, está el componente de la distribución de los diarios, que antes era muy alto, pues se ubicaba en un 45% del precio 
de tapa. Mediante un proceso de negociación, ese porcentaje se ha reducido pasando del 45% al 40% en los diarios de tiraje 
nacional, y del 45% al 38% en los semanarios de alcance nacional -lo que, en alguna medida ha brindado oxígeno a las empresas- 
a lo que debe agregarse una exoneración tributaria del COFIS y de los aportes patronales que recibió la prensa de Montevideo, ya 
que la del interior goza de esa exoneración tributaria de carácter general desde el Presupuesto de 1990. 


En lo concerniente a los diarios, se estableció en la Ley de Reactivación aprobada recientemente -como ya hemos dicho- lo que 
tiene que ver con el COFIS y los aportes patronales. Eso trajo cierto oxígeno a la prensa de Montevideo, de distribución nacional, 
pero, lamentablemente, no se vio reflejado en la cuota parte de lo que planteaba, en este caso, la Asociación de la Prensa, que era, 
en primer lugar, la estabilidad laboral. Precisamente planteamos que, como contrapartida, había que exigir o plantear a las 
empresas que accedían a dicha exoneración de tributos, que ésta se daría siempre y cuando se lograra la estabilidad laboral para 
el sector. Esto no fue manejado de la misma manera por todos los empresarios, porque si bien esos planteos fueron hechos por la 
Asociación de Diarios del Uruguay, también eran compartidos por la Asociación de la Prensa, con el sector empresarial. Incluso, se 
estuvo a punto de hacer una campaña sobre cómo esta situación de crisis estaba afectando a los medios de comunicación, lo que 
quedó por el camino, fruto de rebajas de salarios y de nuevos despidos. En algunos casos, todo esto llevó a que algunas dirigentes 
sindicales perdieran su puesto de trabajo. También es cierto que, para algunos empresarios, no hay mejor sindicato que el que no 
existe, y este es también otro de los temas que hemos planteado. 


Creemos que ahora hay un proceso ya no de flexibilización, sino de desregulación desde el punto de vista laboral; en algunos 
lugares -en los menos- existe un proceso de discusión al respecto, mientras que en la mayoría se impuso el criterio empresarial a 


los trabajadores, lo que evidentemente no hace bien al sector ni al ejercicio del periodismo. 


En algunos lugares se ha llegado a eliminar en los diarios el sector de corrección -lo que no compartimos en absoluto porque va en 
contra de la calidad del producto final- e incluso se intenta que algunos periodistas, aparte de desempeñarse en su profesión, lo 
hagan también como fotógrafos, correctores y diagramadores. De esta manera, en lugar de realizarse una tarea calificada que 
conduzca a un buen periodismo, la profesión cae en algo que no es procedente porque no sólo rebaja la calidad del producto final 
sino que afecta su ejercicio. Aquí hay responsabilidad del sector empresarial, o de la mayoría -no podemos generalizar- porque no 
todos se comportan de la misma forma. 


Hace un buen tiempo que venimos planteando este proceso de crisis; los diarios obtuvieron algunos beneficios pero, como 
contrapartida, no se logró la estabilidad laboral. Esto lo hemos planteado directamente a la Asociación de Diarios del Uruguay, con 
la que estamos discutiendo otros temas. 


En lo que tiene que ver con las radios, cayó un convenio colectivo que estaba vigente, al ser violado por ANDEBU, ya que una 
cláusula gatillo del 16.42 no fue cumplida. Estamos discutiendo la renovación de ese convenio, pero no es fácil debido a la 
situación actual y también al tema con ANDEBU que aún no está laudado; de todas maneras se está en un proceso de 
negociación. 


A fin de salir de esta coyuntura, estamos tratando de buscar algunos elementos de exoneración tributaria, como la que se obtuvo 
para la Asociación de Diarios, que pueda ser extensiva a las radios de Montevideo, ya que las del interior tienen una exoneración 
tributaria de carácter genérico. Buscamos algún mecanismo que permita que las radios de Montevideo de AM y FM también 
puedan acceder a esa exoneración tributaria. Dado que la televisión de Montevideo y del interior no cuentan con ningún tipo de 
exoneración tributaria, estaríamos pidiendo, en pie de igualdad, que se hiciera extensiva a estos dos sectores. 


En caso de que esto pudiera tener andamiento, planteamos que como contrapartida se indique que las empresas se comprometan 
a mantener la estabilidad laboral y que aquellos trabajadores que puedan estar en el Seguro de Desempleo, pasen a la actividad, 
en primer lugar, para recuperar puestos de trabajo y, en segundo término, para mejorar la calidad del producto que hoy ha decaído 
de manera notoria. 


Este es el planteo que estamos realizando y que ya hemos hecho al sector empresarial. Las diferencias o los matices están en la 
estabilidad laboral como punto central y, en segundo lugar, en la situación de aquellos colegas que aún están en el seguro de 
desempleo y que se pretende recuperen su estabilidad. 


Evidentemente, esta situación de crisis generalizada está afectando de manera muy importante a la libertad de prensa y de 
información del país, por lo que también se está afectando a la democracia, ya que la libertad de prensa y los medios de 
comunicación son parte esencial del sustento democrático de cualquier país, así como de la defensa de la cultura y de la soberanía 
nacionales. 


Por eso el planteo que realizamos -que no es de ahora sino de hace años- intenta revertir una situación compleja y difícil. 
Sostenemos que de esto salimos todos juntos, con los empresarios, o no salimos. Las instancias de negociación las hemos creado 
a tal punto que no nos hemos quedado con las denuncias de carácter público, sino que hemos mantenido reuniones con la 
Asociación de Diarios, con RAMI, OPI y ANDEBU -cada una de las patronales- intentando vías de comunicación y de solución. En 
algunos casos las hemos encontrado y en otras mantenemos distancias y diferencias, lo cual es natural que puedan existir en 
cualquier organización de carácter gremial. 


En términos generales, esto es cuanto quería manifestar. Saludo al señor Senador Larrañaga que fue quien tomó la iniciativa de 
crear esta Comisión. 


SEÑOR MACHIN.- Creo que prácticamente el señor Presidente lo ha dicho todo. De cualquier manera, en el documento que 
estamos entregando hay alguna valoración de la Asociación de la Prensa Uruguaya, concretamente para salir de la crisis. Inclusive 
hay propuestas que tienen que ver con el tema de la adjudicación de la televisión por cable. Nosotros estamos aquí, 
sustancialmente, señalando la aspiración que creemos corresponde al conjunto de nuestra sociedad, que consiste en que, por el 
mismo caño -llamémosle así- por el cual hoy el conjunto de canales y señales televisivas llega a todo el país se permita, mediante 
el pago del canon que establezca la administración, el acceso a todo el que quiera utilizar este formato de comunicación. Nos 
parece que ello está en la base de la igualdad y de la posibilidad de acceso de toda la ciudadanía a un medio de comunicación tan 
específico como es este. Además, lo respaldamos en lo que establece el artículo 13 de la Convención Interamericana de Derechos 
Humanos de la OEA que, específicamente en materia de comunicaciones, ya sea radiofónicas o televisivas, es muy clara. 
Ateniéndonos a eso, nos daríamos absolutamente por satisfechos. 


Asimismo, en el material que estamos entregando hay alguna consignación a propósito de la preocupación que sobreviene para la 
Asociación de la Prensa Uruguaya, a partir de la adquisición de medios de comunicación por parte de inversores que vienen del 
exterior, fundamentalmente por el desequilibrio que pueda generarse, basándonos en lo que señalaba el Presidente. Me refiero 
concretamente a la merma y a la pérdida de capacidad competitiva y de posibilidades de información veraz de acuerdo con la 
multiplicidad de opiniones que hay en el país. En nuestra modesta opinión, la incorporación importante, como podría ser la que 
supone la inversión extranjera que apuesta fuertemente a los medios de comunicación, puede generar un mayor desequilibrio. 


Por otro lado, queremos destacar que por parte de la Asociación de la Prensa Uruguaya, en esta etapa no sólo hemos estado 
trabajando en todo el país desde la óptica estrictamente gremial o sindical, sino también desde el punto de vista de la formación y 
de la capacitación de los y de las profesionales que se desempeñan en los medios de comunicación. De acuerdo con nuestras 
posibilidades hemos hecho y estamos haciendo importantes esfuerzos -en momentos de crisis como este que nos toca vivir- para 
mantener, dentro de lo posible, el mejor nivel de nuestros colegas, dentro de lo que nos da la propia Asociación de la Prensa 
Uruguaya y nuestro desempeño en el país. 


SEÑOR CURBELO.- Simplemente quiero abundar en un aspecto que ya mencionó el Presidente. 


Voy a señalar algo con respecto a la precariedad que se vive en general en el sector, que tiene incidencia sobre el producto, y no 
se trata solamente de una cuestión de calidad. Nosotros entendemos que hay otro aspecto que está por encima de esto, que tiene 
que ver, también, con la preservación de la identidad cultural uruguaya. Todos asistimos diariamente a la muy fuerte invasión de 
productos culturales, regionales o no regionales, que tenemos en la televisión uruguaya, incluso en los medios electrónicos a través 
del acceso a Internet. Esto tiene que ver con una cuestión de preservación de la identidad cultural nacional. 


Nosotros en algún momento estuvimos trabajando sobre esto con el ex Ministro Atchugarry, estudiando la posibilidad de establecer 
algún tipo de incentivo impositivo, fundamentalmente para la televisión que produjera productos nacionales, con el doble propósito 
de preservar la identidad cultural y también generar puestos de trabajo dentro del país, tratando de recuperar algo de lo que se ha 
perdido. En esto también nos parece importante tener en cuenta que la situación económica ha llevado a que esta invasión de 
identidades culturales, ajenas a la uruguaya, se aumentara notoriamente. Es mucho más barato comprar un "enlatado" en la 
Argentina, en los Estados Unidos o en cualquier otra parte del mundo, que producir un programa de televisión o de radio en el 
Uruguay. Eso ha llevado a un incremento muy importante. 


Asimismo, es más barato arrendar toda la programación de una radio a una iglesia, sea cual sea, que producir periodísticamente un 
programa que sea de beneficio para la sociedad. Esto lo señalamos a punto de partida de lo ocurrido en el caso de "Nuevotiempo" - 
aquí se trataba de un subarriendo de una onda radial- que tenía un producto periodístico desarrollado que se implantó durante más 
de diez años y que, de la noche a la mañana, por cuestiones económicas se desmanteló totalmente. Nosotros tenemos la versión 
de que ha habido negociaciones para adjudicar esa misma onda a una iglesia. No es que estemos en contra de que las iglesias 
tengan radio, pero discrepamos con que se sustituya un proyecto periodístico de relevancia, como lo fue "Nuevotiempo", por una 
emisión de una iglesia solamente por cuestiones económicas. 


Además, hay otros planteos que nosotros pretendemos realizar a la sociedad, sobre todo porque todas esas ondas son propiedad 
de los uruguayos, pues son propiedad del Estado y han sido administradas a gusto y gana de quienes las poseen, con carácter 
precario, renovándose sistemáticamente de padres a hijos. En definitiva, estas personas deciden sobre el destino de las ondas que 
pertenecen al Estado y, en el caso de que no se estuvieran aplicando como lo indican los cometidos originales, deberían volver al 
Estado para reasignarse de acuerdo con los criterios que éste designe. Si el Estado así lo decidiera, la onda podría quedar en 
manos de una iglesia, pero debería asignarse por medio de una licitación y con la posibilidad de que todos los actores interesados 
en el tema puedan participar. 


Estas cosas están pasando y nos parece interesante plantearlas. Sucede que en el marco de una crisis, a veces se aprovechan 
estos mecanismos para decidir que, por ejemplo, como "Nuevotiempo" no dio ganancias durante el último año, se cierre la radio y 
queden 50 trabajadores cesantes, cambiando un proyecto periodístico por la emisión de música durante todo el día o, lo que sería 
peor aún, por el trabajo de una iglesia que, aunque no tenemos reparos particulares sobre una de ellas o todas ellas, no responde 
al criterio originalmente establecido para la asignación de esa frecuencia. 


Nos parece que este tema también debería tenerse en cuenta a la hora de analizar la crisis porque, reitero, tiene mucho que ver 
con la cuestión de la identidad cultural y la preservación de eso que hace también a los valores de la democracia. En algunos casos 
esto se ha planteado con mucho énfasis, particularmente en las zonas de frontera donde la invasión de los productos argentinos o 
brasileños es muy fuerte y lleva, incluso, a problemas con el idioma. Lamentablemente, aquí en Montevideo y en muchas partes del 
interior, no hay ni un solo medio que esté exento de esto, pues absolutamente en todos los medios de comunicación de Montevideo 
-escritos, orales, abiertos y televisivos- ha habido algún tipo de medida que afecte a los trabajadores, ya sea rebajas salariales -en 
algunos casos, las sucesivas rebajas salariales suman, a esta altura, más de 50% del salario- despidos o envíos al Seguro de Paro. 
Realmente, no existe ni una sola empresa que se salga de este marco, lo cual ha afectado notoriamente la calidad en su conjunto 
en todos los medios. 


El tema de los avances tecnológicos también ha generado, en algunos casos de medios escritos, lo que mencionaba el Presidente 
acerca de la sustitución de mano de obra por adelantos tecnológicos a los que, por supuesto, no nos oponemos, sino que 
consideramos que ellos deberían acompasarse con el criterio de la utilización de una mano de obra adecuada y capacitada. No es 
posible que el adelanto tecnológico, por más adelanto que sea, sustituya la capacidad de un corrector en un diario, más allá de 
todas las ventajas que pueda traer la informática. Sin embargo, esto se ha hecho, sustituyéndose toda una sección de corrección 
por un mecanismo tecnológico que permite una autocorrección de los textos, con las dificultades que ello conlleva. De la misma 
manera, también se ha incorporado en esa publicación la obligación para el periodista de generar su propia diagramación de 
página, sustituyendo a todo un equipo de diagramadores. Además, en algunos casos, se ha producido la sustitución del fotógrafo 
por el periodista que con una cámara digital -otro adelanto tecnológico- puede tomar una fotografía en cualquier momento 
sustituyendo, como decíamos, el trabajo que antes hacían dos personas diferentes. 


Todo esto atenta contra la fuente de trabajo y, en última instancia, contra la calidad del producto y el derecho de la sociedad a estar 
realmente informada. Evidentemente, esto lleva a que la disminución de los puestos de trabajo -o, como mencionaba el Presidente, 
la disminución drástica de la cantidad de gente ocupada en los distintos medios- genere una pérdida en la calidad y en la cantidad 
de la información. Eso es notorio en algunas publicaciones que han reducido visiblemente su número de páginas. En ese sentido, 
podemos mencionar concretamente el caso de "El Observador", que actualmente está editando treinta y dos páginas de 
información diaria, cuando hasta hace dos años editaba cuarenta y dos páginas de cuerpo de diario más doce o catorce páginas de 
suplementos. Solamente por cantidad de páginas menos estamos hablando de más de un 40% de reducción de la cantidad y hasta 
diría de la calidad del producto. Esto es perfectamente constatable y todos los días lo podemos ver, ya que "El Observador", por 
ejemplo, está cada día más fino. Esto mismo ha sucedido en otras publicaciones, que han eliminado secciones completas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De conformidad con lo que el señor Presidente de la Asociación de la Prensa mencionaba, los integrantes 
de dicha Asociación creen ver de parte de esta Comisión una acción de tipo pragmática sobre la coyuntura en materia de acciones 
de carácter tributario que puedan alentar de alguna manera la recuperación del sector. 


No obstante, tal como se mencionó, existen problemas de carácter estructural en los medios de comunicación, que no se 
originaban sólo en la coyuntura. En lo personal, me interesaría saber qué opinión -si es que la hay, porque de lo contrario 
dejaremos este punto para otra oportunidad- tienen sobre propuestas que se han hecho acerca de los problemas estructurales que 
tienen los medios de comunicación. Me refiero a la forma en que el Estado concede las licencias o autorizaciones, especialmente 


las del espectro televisivo o radiotécnico, porque hasta el momento eso depende exclusivamente del Poder Ejecutivo, aunque hay 
proyectos de ley que establecen otros mecanismos u otras formas de otorgar la concesión de ondas. 


Asimismo, estos mecanismos establecen normas en cuanto a la preservación de las garantías del informador o del periodista con 
respecto a su independencia en el trabajo informativo. Digo esto porque me parece que ésta puede ser una buena oportunidad, no 
sólo para ocuparse de la situación crítica que hoy se vive y que esta Comisión no puede resolver, como por ejemplo lo vinculado a 
la relación entre el patrono y el asalariado dentro del sector. Eso depende de la normativa en materia laboral y de la fuerza o unidad 
que tenga la organización sindical y también de la que tenga la patronal. Dejo entonces planteada esta cuestión, que me parece 
importante considerar. 


SEÑOR NUÑEZ.- Con respecto a ese planteo, podemos decir que estamos elaborando un documento sobre la concesión de 
frecuencias, que para nosotros es estratégico. Ese documento está en su punto de finalización -requiere, quizás, la última discusión 
del Consejo Directivo- y apunta a que las concesiones de frecuencias cambien de manera radical, en el sentido de que se termine 
con el otorgamiento por favores de carácter político o por amiguismo. La idea es que los procedimientos sean absolutamente 
transparentes y que detrás de esto haya un proyecto viable y confiable. Entendemos que las licitaciones deben ser abiertas a 
cualquier empresario, pero quienes se presenten deben tener un proyecto garantizado, es decir, con mano de obra o periodistas, 
qué cantidad de periodistas financiarían ese proyecto y durante cuánto tiempo va a estar financiado. Actualmente sucede que, de 
pronto, a los tres meses de salir al aire, se está reestructurando la programación y se está sacando gente, lo que nos parece 
realmente insólito. 


Por lo tanto, creemos que el Estado -porque las frecuencias le pertenecen- debe reglamentar ese tipo de concesiones y exigir un 
proyecto confiable, con garantías para el empresario pero también para los trabajadores. Nos parece que la estructura de la 
reglamentación y de la concesión de las frecuencias debe cambiar porque, repito, este proceso hasta ahora no ha sido lo más claro 
y correcto. 


Seguramente ese documento va a estar pronto la próxima semana y vamos a entregarlo a la URSEC, que es el mecanismo que 
hoy regula toda la parte de comunicación. Por supuesto vamos a entregar a cada uno de los integrantes de esta Comisión ese 
documento, que contiene lo que para nosotros deben ser los fundamentos básicos de una nueva ley de frecuencias, para que el 
Parlamento tome este tema y lo analice porque, en definitiva, podemos hacer propuestas pero va a ser el Estado y el propio 
Parlamento el que debe reglamentar el otorgamiento de las frecuencias. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: quisiera realizar un par de consultas, porque llegué tarde -pido las disculpas del caso- y 
me perdí parte de la exposición de la delegación de la Asociación de la Prensa Uruguaya. 


En primer lugar, me gustaría saber si tienen algún tipo de relevamiento con respecto a la pérdida de fuentes de trabajo en los 
medios de comunicación y, en segundo término, me interesa saber si hay estudios en la agremiación que arrojen certeza sobre lo 
que ha sucedido en los últimos años en cuanto a la pérdida de publicidad, tanto privada como oficial. 


SEÑOR NUÑEZ.- Con respecto a la pérdida de fuentes de trabajo, en el inicio de nuestra exposición señalamos que solamente en 
Montevideo se perdieron, desde 1999 hasta la fecha, unos mil puestos de trabajo, lo que representa un 40% del total. Sabemos 
que en el interior se han perdido decenas, pero no nos es posible cuantificarlos porque, si bien tenemos organización en el interior, 
no la tenemos en cada departamento. Pero las cifras son muy significativas y esta pérdida de puestos de trabajo está afectando 
seriamente la libertad de información y de prensa en el país. 


En lo que tiene que ver con la publicidad, que es uno de los elementos básicos del mantenimiento de cualquier proyecto 
periodístico o de los medios de comunicación, la proveniente de la esfera pública cayó en un 80%; además, en muchos casos la 
poca que se realiza se distribuye sin criterios técnicos, por decirlo de alguna manera. En la esfera privada, la caída estuvo en el 
entorno del 50% y 60%, fruto de la crisis que vive el país y como resultado del estancamiento de cinco años en la economía. Esto 
hace que también la parte privada retraiga su inversión en publicidad, ya que muchas veces no obtiene un retorno. 


SEÑOR COURIEL.- Hemos seguido con mucha atención las manifestaciones de los representantes de la Asociación de la Prensa 
Uruguaya, quienes en algunos casos plantearon problemas de coyuntura y, en otros, de estructura. Sin duda, esta Comisión fue 
creada pensando fundamentalmente en la crisis actual que viven los medios de comunicación, sobre todo teniendo en cuenta la 
coyuntura. Además, creemos que los temas relativos a la estructura también deben estar sobre la mesa. 


Hasta el momento, no se ha presentado a esta Comisión ningún proyecto de ley, por lo que estamos recibiendo propuestas de los 
distintos sectores que vienen a plantearnos sus demandas. En reuniones anteriores, la delegación de ANDEBU planteó la 
necesidad del establecimiento de exoneraciones tributarias en las radios de Montevideo y en la televisión abierta del interior. Por lo 
que he podido escuchar, creo que la Asociación de la Prensa pretende plantear algo parecido, pero con una contrapartida. Según 
he podido entender, dicha contrapartida está dirigida a que si se establece una exoneración también debería darse la estabilidad 
laboral; incluso, plantean que quienes están hoy en el Seguro de Paro puedan volver a sus actividades. 


Por otro lado, el señor Curbelo hacía referencia a la forma de funcionamiento de algunos medios de comunicación y, entonces, uno 
se pregunta si la exoneración tributaria -me gustaría saber cuál es su opinión- no debería plantear una contrapartida en términos de 
programación nacional, ya que el señor Curbelo nos informaba que existen radios que prácticamente no tienen ninguna 
programación. En consecuencia, nos preguntamos si dicha exoneración debería establecerse para radios que no tienen 
programación o que tienen muy poca. Entonces, les planteo si estarían de acuerdo en que la contrapartida fuera la estabilidad 
laboral y la programación local que, en definitiva, es lo que generará fuentes de trabajo. 


Por su parte, el señor Machín hizo referencia a la posible presencia de inversores extranjeros pero, según información que tengo, la 
propiedad no estaría en manos de extranjeros aunque sí la programación. Esto sería una dificultad porque afecta las fuentes de 
trabajo. En consecuencia, me gustaría saber cuál es su opinión con respecto a esto. 


Una última inquietud que quiero plantear estaría destinada a los representantes de la prensa del interior, porque cuando vinieron 
delegados de las radios del interior plantearon la posibilidad de que existiera una ley que fijara porcentajes de publicidad para 


Montevideo y para el interior, o una especie de canje con organismos del Estado, como son UTE, ANTEL, OSE o el Banco de 
Seguros, a los efectos de conseguir una especie de subsidio, dando programas determinados contra ese canje. 


SEÑOR MENDEZ.- En lo que tiene que ver con la televisión, en el documento ponemos como contrapartida el incremento de la 
producción nacional que realmente genere puestos de trabajo, con relación a la importación de "enlatados" o de producción 
extranjera. Nosotros ponemos eso en el documento que entregamos al ex Ministro Atchugarry e, incluso, llegamos a manejar el 
caso de la televisión de Montevideo, en que la exoneración tributaria podría destinarse a financiar el Fondo Nacional para el 
Fomento y Desarrollo del Audiovisual (FONA), ya que pasa por un momento de dificultades. Además, este Fondo ha sido 
reconocido por su producción a nivel nacional e internacional. 


Con respecto a la segunda pregunta referida a las propiedades, es cierto que la ley establece que ningún extranjero puede ser 
propietario, pero también se sabe que hay mecanismos a través de los cuales un extranjero se puede hacer de un medio de 
comunicación poniendo como permisario a un testaferro que le hace de director o de empresario en Montevideo. Por ejemplo, en 
CX 30 Radio Nacional el permisario es Espadone, el dueño de "La Razón" de Buenos Aires, y en Radio Sarandí hay un inversor 
que es chileno. Por eso también se debe analizar el proceso de extranjerización de los medios de comunicación como un tema de 
soberanía nacional y ver si puede ingresar cualquiera, si lo habilitamos hasta un 30% o 40%, o si mantenemos el proceso tal cual lo 
establece la ley actualmente, es decir que ningún extranjero puede ser propietario de un medio de comunicación. Esa es una 
discusión que estamos dispuestos a realizar con los empresarios en el lugar que sea necesario. 


Con respecto a la tercera pregunta, la dejamos para que la contesten los compañeros del interior, pero al respecto puedo decir que 
hemos discutido -acá y con los empresarios del interior- en cuanto a que haya una especie de compensación de publicidad con los 
organismos del Estado. 


SEÑOR TORRES.- Yo pertenezco a la Asociación de Periodistas del Este de Colonia y hemos trabajado en forma muy allegada a 
la APU. 


En mi caso desconozco a fondo el planteo de las radios del interior, pero como trabajador de radio que soy, sé que se viven 
momentos difíciles y la publicidad oficial ha bajado mucho, al igual que las que recogen las radios directamente. O sea que 
cualquier planteamiento que haga funcionar mejor a los medios será bienvenido. Personalmente, trabajo en una radio y he perdido 
compañeros, los que primero fueron pasados al Seguro de Paro y después no fueron reintegrados a la empresa por el 
achicamiento que ésta ha tenido que realizar. Además, la situación es difícil no sólo en donde yo trabajo, sino en la mayoría de las 
radios del interior, que están pasando por los mismos problemas. 


Entonces, creo que es válido analizar la forma de traer nuevamente la publicidad oficial, haciendo una buena distribución, sin 
beneficios políticos. 


Reitero que, como trabajador de radio que soy, he visto muchos compañeros que han tenido que irse y hasta hoy están sin poder 
entrar a trabajar. 


Quiero agregar que en cuanto a la organización de los periodistas, la Asociación de la Prensa Uruguaya está trabajando muy bien y 
está en contacto permanente con nosotros desde hace un año y medio tratando de nuclear a los grupos de periodistas para que 
puedan especializarse y enriquecerse. Hay varios grupos que están trabajando, como por ejemplo nosotros en el Este de Colonia y 
la gente de Cardona, de Flores y de Durazno. Inclusive, hemos formado una regional y estamos en permanente contacto con la 
APU. 


En consecuencia, doy fe de lo que decía el amigo Machín con referencia al contacto y a la expansión que está teniendo la 
Asociación de la Prensa Uruguaya hacia el interior del país. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR CURBELO.- A propósito del planteo que formularon el señor Senador Couriel y el señor Presidente, debo decir que 
estamos de acuerdo con que la contrapartida en este sentido no tendría que ser solamente por el mantenimiento de los puestos de 
trabajo que existían hasta hace un tiempo, sino que tendría que ver con esa preservación de la identidad cultural. El problema es 
que en lo coyuntural para nosotros es prioritario que, por lo menos, se asegure el mantenimiento de las plazas laborales. 


Con respecto a lo que cada emisora propiedad del Estado pone al aire, eso tiene que ver con la asignación de frecuencias. 
Entendemos que hay un problema de origen que radica en la asignación de las frecuencias sin un criterio técnico y sin un proyecto 
-como planteaba el señor Presidente- que sea regulado en función de determinados parámetros técnicos, profesionales, 
económicos y financieros, como forma de evitar que por el simple hecho de que, por ejemplo, con un determinado proyecto las 
cuentas no cierran, sea cancelado y entregado a una iglesia para que transmita durante las 24 horas. En definitiva, son dos puntos 
que se entrelazan, pero indudablemente el que está primero es el relativo a la asignación de las frecuencias. 


En los últimos años se han asignado más de 272 frecuencias de radio en AM y FM, fundamentalmente en el interior del país. Cabe 
aclarar que sobre ninguna de ellas se ha hecho un estudio sobre la idoneidad técnica, profesional, económica y financiera de 
quienes están encabezando esos proyectos. Además, embarcan a una determinada cantidad de profesionales de distintas áreas 
que a la primera de cambio quedan afuera. 


Por otra parte, la ley de radiodifusión sólo ha recibido parches a lo largo de los años, a través de los cuales se pretendió adecuar 
las nuevas realidades tecnológicas, económicas y empresariales. 


Entonces, se trata de dos temas que están entrelazados y, como dije, estamos de acuerdo con que la contrapartida también 
debería venir por el lado de la programación. Sin embargo, en este momento estamos apuntando prioritariamente al mantenimiento 
de la plaza laboral que permita recuperar calidad y genere una información más confiable para la sociedad. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la órbita de la Comisión de Constitución y Legislación hay un proyecto de ley sobre medios de 
comunicación, el que originalmente fue presentado hace ocho años y que luego fue planteado nuevamente por la Bancada del 
Encuentro Progresista - Frente Amplio en este Período. En tal sentido, sería importante que ustedes pudieran emitir una opinión 
sobre él ya que tiene que ver con una reforma estructural en el manejo de los medios de comunicación. A su vez, creo que sería 
bueno que ese proyecto de ley se rescatara de dicha Comisión y fuera distribuido entre los miembros de esta Comisión. 


Por último, sólo me resta agradecer vuestra presencia y quiero señalar que, naturalmente, cualquier iniciativa que puedan tener 
sería importante que la hicieran llegar a la Comisión para que ésta analice si debe articular un proyecto de ley. 


En materia de exoneraciones tributarias ese "librito amarillo" que ustedes ven sobre la mesa, dice que sólo se puede operar con 
iniciativa del Poder Ejecutivo. De todos modos, supongo que éste tomará en cuenta la opinión de la Comisión en caso de que 
llegue a alguna conclusión. 


SEÑOR MACHIN.- Este tema de las exoneraciones tributarias lo veníamos discutiendo con el ex -Ministro de Economía y Finanzas, 
Alejandro Atchugarry, quien dio su visto bueno y nos indicó que también el Presidente de la República lo había dado. Por lo tanto, 
supongo que si sale algún planteo de esta Comisión, es probable que también reciba el visto bueno del Poder Ejecutivo ya que, 
como dije, es lo que veníamos discutiendo con el señor Atchugarry. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas maneras, las opiniones pueden cambiar; vamos a ver si se mantienen. 
Agradecemos la presencia de los representantes de la Asociación de la Prensa Uruguaya. 

Se levanta la sesión. 

(Así se hace. Es la hora 16 y 1 minuto) 

Señor Presidente de la 

Comisión Especial sobre los Medios de Comunicación Social 

Senador Alejandro Atchugarry 

Presente 


El recorte de la publicidad estatal casi en 50%, la recesión que vive el país desde 1998 y la consiguiente reducción en la publicidad 
privada, ha generado la pérdida de aproximadamente un millar de puestos de trabajo solamente en Montevideo. La Asociación de 
la Prensa Uruguaya (APU), estima en un 40% la pérdida de puestos laborales en el sector. Es la mayor crisis que se registra en la 
historia de la prensa uruguaya. Desde 1999 cerraron mas de 10 medios entre diarios, semanarios, revistas, mayoritariamente en 
Montevideo. No hay prácticamente empresa que no haya aplicado recorte salarial, despidos o envíos al seguro de desempleo y 
posterior despido. 


El mercado laboral se ha desquiciado. Se registra inestabilidad, contratos "basura" (contrataciones unipersonales y fuera de 
planilla), persecución sindical, en algunos casos sistemática, autocensura personal de los periodistas por temor a perder la fuente 
laboral ante la debilidad propia y de las empresas para enfrentar las presiones a que son sometidas desde los poderes político, 
económico, comercial, publicitario, etc. Por eso APU declaró el año pasado en "estado de emergencia" la situación de la libertad de 
prensa en el país. El salario promedio que en 1997 se ubicó en U$S 600 (con el dólar a 11 pesos) hoy puede situarse en 200 
dólares aproximadamente (dólar a 27 pesos) 


En lo atinente a fuentes de trabajo, derechos laborales, mantenimiento de convenios colectivos, el sindicato como tal y en labor 
conjunta con asociaciones del interior, desarrolla un trabajo sistemático en Montevideo como en las diferentes regiones del país 
para recomponer una percepción común acerca de estos temas básicos. 


Durante el año 2001 acordamos, luego de una definición de asamblea, impulsar una campaña pública conjunta en defensa de la 
industria periodística con la Asociación de Diarios y Periódicos del Uruguay, gremial empresarial. Naturalmente que esa posición 
estuvo vinculada al reclamo ante las empresas para que cesaran los despidos y los envíos al seguro de desempleo. En la medida 
que se mantuvo el drenaje de puestos de empleo, la APU suspendió su participación en ese plano. 


Se recuerda que cuando el Poder Legislativo aprobó, con vigencia desde enero de 2003, la exclusión de la industria periodística de 
determinadas aportaciones patronales, la APU sugirió la inclusión de un aditivo que determinaba que para ser incluidas en el 
beneficio de impuesto, las empresas deberían certificar el mantenimiento del mismo numero de trabajadores y trabajadoras 
registrados en el BPS al 31 de diciembre 2001, con relación de dependencia o arrendamiento de servicios. 


Libertad de prensa. Existen varios tipos de situaciones que pueden enmarcarse en Uruguay dentro de los problemas de la libertad 
de prensa. Entre otras, se destacan la relaciones entre la libertad de prensa y justicia penal, el derecho de respuesta y sus límites, 
y las limitaciones de fundar medios audiovisuales, y consiguientemente la libertad de comunicación por ese medio (en particular en 
relación con las radios comunitarias y la televisión por cable). Tres círculos temáticos que han protagonizado el debate en torno a la 
libertad de prensa y el derecho a la información. 


En el terreno de la ética periodística mediante cursos, seminarios y talleres en todo el país la APU sigue manteniéndose como 
referente nacional e internacional en temas de derecho a la información y libertad de exprsión. 


En relación con la participación de inversores extranjeros en medios de comunicación, una de las emisoras AM más importante 
(Radio Sarandí) fue adquirida por el Grupo Claxon (empresa chilena que responde al Grupo Cisneros de Venezuela). Otra emisora 
AM (CX 30 Radio Nacional) en su momento de mucha gravitación pertenece al empresario argentino Carlos Spadone. En la 
década de los 90, otra de las principales emisoras AM (CX 14 El Espectador), recibió inversión y fue administrada por capitales 
argentinos pero posteriormente la situación se revirtió. En el interior, uno de los más claros ejemplos es el de Radio Colonia, que 
llegó a trasmitir desde Buenos Aires 


El modo en que el Estado asigna las frecuencias de radio, televisión y otros medios electrónicos de espectro limitado, y el modo en 
que el Estado interviene en garantizar que la distribución de los medios escritos sea competitiva y abierta, son cuestiones que 
están generando problemas y que la APU pretende colocar en la discusión pública. 


Hasta la fecha los sucesivos gobiernos han adjudicado discrecionalmente frecuencias para operar radioemisoras (televisión abierta 
y por abonados) y los beneficiarios de esas adjudicaciones han sido tres o cuatro grupos empresariales, que mantienen desde hace 
décadas las principales ondas de televisión abierta, radiodifusión y por cable. 


La adjudicación ha sido utilizada a nivel nacional como beneficio político, para premiar a dirigentes de los partidos que se 
encuentran en el gobierno, o a personas que colaboran con él. 


Durante varios años los grupos aludidos fueron también beneficiarios de la publicidad oficial, distribuida con criterio arbitrario, 
extremo que hoy investiga la Justicia. 


La ley de radiodifusión (Ley 14.670 del 23 de junio de 1977 y decreto que la reglamente Nro.734/978) promulgada durante la última 
dictadura, es un marco legal hecho a medida para el ejercicio de la arbitrariedad 


La Comisión Interamericana de DDHH de la Organización de Estado Americanos (OEA), sostiene que la administración arbitraria 
de las frecuencias es violatoria de la Convención Interamericana de derechos humanos y debe estar prohibida por ley. 


Y agrega: "no se puede restringir le derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o 
particulares de papel periódico, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por 
cualquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones "(Art.13, inc.3") 


La interpretación auténtica de la Corte señala que la "la libertad de prensa no se agota en el reconocimiento teórico del derecho a 
hablar, o escribir, sino que comprende, inseparablemente, el derecho a utilizar cualquier medio apropiado para difundir el 
pensamiento y hacerlo llegar al mayor número de destinatarios." 


En este plano de la información, la APU tiene a estudio bases para una propuesta de nueva ley de prensa que modifique la vigente. 
Un aspecto insoslayable para una nueva ley debe ser la exigencia al Estado de procedimientos competitivos y transparentes para 
el otorgamiento de licencias de explotación de televisión por abonados y para la concesión de frecuencias de explotación del 
servicio de radiodifusión, con plazo máximo de adjudicación de la frecuencia y exigírsele al adjudicatario que explote directamente 
la onda tal como se comprometió en la licitación, con u proyecto comunicacional, y no que utilice la misma como un propietario 
rentista, entre otras exigencias. 


Para salir de la crisis. La APU plantea desde hace mucho tiempo que las emisoras AM y FM de Montevideo gocen de una 
exoneración tributaria que las equipara a las radioemisoras del interior del país. Este criterio de justicia se ha fortalecido por el 
otorgamiento a la prensa de Montevideo de la equiparción tributaria con los medios impresos del interior. 


También habría que hacer extensivo este tipo de exoneración tributaria a la televisión de todo el país, y en el caso de la prensa, a la 
importación de papel e insumos. 


Para salir de la crisis los medios deberían tener tarifas preferenciales de energía y teléfono, en su calidad de grandes 
consumidores. 


Además debería gravarse la importación de publicaciones extranjeras en el caso que se cumprueben prácticas de dumping, y 
debería extablecerse una política de distribución de publicidad oficial, con fundamentos ténicos, en lugar de usarse como premio o 
castigo de los medios por parte de los gobiernos de turno. 


Existe actualmente un gran atraso en los pagos de la publicidad oficial, mientras que las empresas deben aportar el IVA generado 
por esos avisos a los 30 días. La APU propone que la cobranza del Impuesto al Valor Agregado se realice en el momento que se 
haga efectivo el pago de la publicidad. 


La APU reclama que para la concesión de estos beneficios tributarios y tarifarios, las empresas se comprometan, como contraparte, 
a preservar los puestos de trabajo existentes, a retomar a quienes se encuentren en seguro de desempleo, y a negociar con el 
sindicato de trabajadores de la comunicación social, convenios colectivos en Montevideo y el Interior. 


Montevideo, 1* de setiembre de 2003 


Consejo Directivo de la 
Asociación de la Prensa Uruguaya (APU) 
TELEVISION PARA ABONADOS 


Ante el vencimiento del período de concesiones de licencias para operar televisión para abonados, la Asociación de la Prensa 
Uruguaya tiene interés en destacar: 


1. En primer lugar, y sin perjuicio de lo que se señala a continuación, es necesario un esfuerzo legislativo por unificar en un 
mismo cuerpo, coherente y de fácil regulación por el Estado, las múltiples normas dispersas que hoy constituyen el régimen 
que se aplica para la concesión de esas licencias. 


2. Quienes han usufructuado hasta la fecha las licencias otorgadas lo han hecho en un régimen de "reparto de mercado", 
quedando excluida, de hecho, la "libertad de comercio" que establece la Constitución de la República. Según el doctor 
Carlos E. Delpiazzo (Régimen jurídico de la TV para abonados en Uruguay”): "...como la prestación de servicios de 
televisión para abonados se desenvuelve en el campo de la libertad, la autorización o licencia a los particulares interesados 


es un acto de carácter reglado, que implica un comportamiento debido a la Administración, donde el control de juridicidad no 
deja espacio a apreciaciones de mérito acerca de si existen razones de conveniencia u oportunidad para la habilitación de 
nuevos servicios". Siguiendo con la calificada opinión del doctor Delpiazzo, debe decirse acerca de la televisión para 
abonados: "Tratándose de una actividad comprendida en el ámbito de la libertad de trabajo, industria, comercio o cualquier 
otra actividad lícita que reconoce el articulo 36 de la Constitución, la actuación de los particulares no puede ser coartada por 
razones de mérito sino exclusivamente de juridicidad, por lo que la Administración no podrá negar la autorización en función 
de aquellas sino únicamente en atención a éstas. En consecuencia, si cualquier empresa gestionante de una autorización o 
licencia se ajusta a los requisitos legalmente exigibles, concedérsela será un acto debido y, por ende, NO PODRA 
NEGARSE por la Administración". 


3. Diez años de exclusividad y oligopolio parecen suficiente privilegio como para determinar de ahora en más el cumplimiento, 
en los servicios de televisión para abonados, de la libertad de mercado establecida por la Constitución de la República. 


4. APU ha constatado con satisfacción que la normativa más reciente ha insistido en promover la competencia, tanto a nivel 
general como en materia de telecomunicaciones. En los artículos 13 a 15 de la ley 17.243, de 29 de junio de 2000, se 
establecen normas sobre defensa de la competencia. Dichas disposiciones fueron ampliadas por los artículos 157 a 159 de 
la Ley de Presupuesto Nacional 17.296, de 21 de febrero de 2001. Con específica referencia al campo de las 
telecomunicaciones, el artículo 89 de la ley 17.556, de 18 de setiembre de 2002, mandó a la URSEC "prevenir conductas 
anticompetitivas y de abuso de posición dominante". 


5. Por tanto, la ley de creación de URSEC, vigente y aprobada por el actual gobierno, constituye —-sumada al resto de las 
disposiciones aludidas y más allá de la dispersión de normas aludida al comienzo- un marco legal apropiado a la promoción 
de la apertura y la competencia de los mercados de las telecomunicaciones. 


6. APU señala, además, que en marzo de 2003 se aprobó por decreto 115/03 el reglamento para otorgar licencias en materia 
de telecomunicaciones, que incluye a la televisión para abonados. Según esa norma, URSEC tiene facultades para otorgar 
SIN LIMITACIONES licencias en varias áreas, incluida la TV para abonados, siempre que se cumplan determinados 
requisitos genéricos. 


7. Por otra parte, respecto al cableado tendido por las empresas existentes, éstas pueden ser obligadas por URSEC a dar 
interconexión a otras empresas que obtengan licencia para operar, ya sea en televisión para abonados o datos, en la 
medida que sus redes se consideran públicas según el artículo 3 del citado decreto 115/03. 


8. Teniendo en cuenta todo lo antedicho, APU reclama de los poderes públicos y, en este caso, en particular del Parlamento, 
que se cumpla con la Constitución y la Ley y, a través de ellas, con el respeto a la competencia que debe dar libertad, 
equidad y transparencia al mercado de la televisión para abonados. Sólo de ese modo, con un régimen claro y preciso y 
una regulación estatal dirigida a promover el bien social, se estará contribuyendo a garantizar el ejercicio profesional de la 
libertad de información y el derecho de los ciudadanos a estar debidamente informados, que son básicos para la 
sobrevivencia de un sistema democrático real. 


Montevideo, 1* de setiembre de 2003 


Consejo Directivo Central de APU 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


